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1. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO 

 

- Hechos 

El 17 de octubre de 2008, Félix Eduardo Huamán Monote (en adelante el 

denunciante) visita el domicilio de Walter Quispe Vilcatoma (en adelante el 

procesado o denunciado) a fin de solicitarle un préstamo por la suma de s/. 

1800 nuevos soles, dejando como garantía una computadora, dos 

impresoras, dos monitores, una cámara digital, un equipo de sonido, dos 

celulares y una refrigeradora, bienes que fueron trasladados al domicilio del 

imputado con ayuda de Roberto Gómez Enciso y Juan Carlos López Paucar. 

 

Posteriormente, el 16 de noviembre de ese año, el denunciante se apersonó 

al domicilio del procesado a fin de solicitar otro préstamo ascendiente a 

s/.300 nuevos soles, dejando los dos celulares como garantía. 

 

El 12 de diciembre, el denunciante se acercó nuevamente al domicilio del 

denunciado con el propósito de retirar todos los artefactos y cancelar toda la 

deuda más los intereses; sin embargo, no logró ubicarlo. 

 

El 15 de diciembre, el denunciante se encontró con el denunciado de camino 

a su casa, quien al verlo le contó que le habían robado los artefactos y el 

dinero que tenía guardado. A manera de solución, sugirió que lo buscara al 

día siguiente en su casa a las 11:30 am, pero al buscarlo no lo encontró.  

 

- Denuncia 

El 18 de diciembre de 2008, en virtud de los hechos, Félix Eduardo Huamán 

Morote interpuso denuncia contra de Walter Quispe Vilcatoma, por la 

presunta comisión del delitos Contra El Patrimonio - Apropiación Ilícita, y 

contra la Confianza y Buena Fe en Los Negocios, en la modalidad de Usura.  

-  



- Inicio de diligencias preliminares 

Posteriormente, mediante resolución Nº 562-2008-MP-3FPPH-AYA, se 

dispuso la apertura de la investigación policial, la misma que tuvo como 

propósito realizar una serie de diligencias. Cumplido el plazo, la policía 

elaboró su Parte Policial, en el cual concluyó esgrimiendo que no se habían 

reunido los suficientes elementos de convicción que acreditasen la comisión 

del ilícito penal. En atención a ello, el 13 de febrero del 2009, mediante 

resolución Nº 30-09-3FPPH-AYA, el Fiscal Provincial de la Tercera Fiscalía 

de Huamanga ordenó el archivamiento de la denunciada incoada y, el 17 de 

febrero del mismo año, mediante resolución Nº 36-2009-3FPPH-

AYACUCHO, resolvió iniciar el trámite para la aplicación del Principio de 

Oportunidad; no obstante no concurrió Walter Quispe Vilcatoma 

(denunciado). 

 

- Formalización de la denuncia 

El 15 de abril de 2009, el Fiscal Provincial de la Tercera Fiscalía Provincial 

Penal de Huamanga formalizó denuncia penal contra Walter Quispe 

Vilcatoma, dando cuenta al Juez de los hechos sustentados por el 

denunciante, así como de lo narrado en las manifestaciones de los testigos. 

En esa línea, el Fiscal hizo de conocimiento del juez que el denunciado no 

había concurrido a las diligencias de aplicación del Principio de Oportunidad 

y que su actitud había sido, desde el inicio, renuente a colaborar con el 

esclarecimiento de los hechos. 

 

- Auto de apertura de instrucción 

Mediante resolución Nº 1, el Juez del Cuarto Juzgado Especializado en lo 

Penal de Huamanga emitió el auto de apertura de instrucción en contra del 

imputado y por el delito formalizado, dictó mandato de comparecencia simple 

para el denunciado. En esa línea, precisó algunas diligencias que 

necesariamente habían de efectuarse para efectos de la investigación. 

 



- Ampliaciones durante la instrucción 

Con fecha 10 de julio de 2009, y mediante resolución Nº 13, se dispuso la 

ampliación de la instrucción por 30 días más. Incluso, posteriormente, se 

emitió un auto ampliatorio excepcional del plazo de instrucción por 30 días 

más. 

 

- Actos de investigación durante la etapa de investigación preliminar 

Durante la etapa de la instrucción se actuaron los siguientes actos de 

investigación: 

1. De fojas 97 y 100, obran los certificados de antecedentes, con los cuales 

se demuestra que el imputado tiene antecedentes judiciales, peno no 

antecedentes penales, respectivamente. 

2. De fojas 104/105, obra la declaración preventiva del agraviado Félix 

Eduardo Huamán Morote. 

3. De fojas 107/111, obra la declaración instructiva del imputado Walter 

Quispe Vilcatoma. 

4. De fojas 153/154, obra la declaración testimonial de Luis Carlos López 

Paucar.  

5. De fojas 156/157, obra la declaración testimonial de Roberto Gómez 

Enciso. 

6. De fojas 178/180, obra el acta de diligencia judicial de confrontación.  

7. De fojas 181/182, obra el acta de inspección judicial al inmueble de 

propiedad del procesado Walter Quispe Vilcatoma. 

8. De los actuados a fojas 254/256, obra el escrito a través del cual el 

imputado puntualiza y presenta las pruebas documentadas en autos, a 

saber, Original de la boleta de venta y fotografía del celular de marca 

Nokia; Original de la boleta de venta y fotografía del celular Sony 

Erickson; Original de la factura y manual de la cámara digital marca Sony; 

y Original de la boleta de venta y manual del DVD marca Celestium. 

 

 



- Acusación 

El 16 de noviembre de 2009, la Fiscalía formuló acusación contra Walter 

Quispe Vilcatoma, por la presunta comisión del delito Contra El Patrimonio - 

Apropiación lícita Común, tipificado en el artículo 190° del Código Penal, y 

solicitó se le imponga cuatro años de pena privativa de la libertad, así como 

el pago de S/. 500.00 soles por concepto de reparación civil. 

 

- Alegatos 

Posteriormente, Walter Quispe Vilcatoma, debidamente representado, por su 

abogado, presentó su alegato de defensa. En resumen señaló que el 

denunciante no había cumplido con pagarle, de manera que no tenía la 

obligación de devolver lo que se había dejado en calidad de prenda.  En esa 

línea, el 14 de diciembre de 2009, Félix Eduardo Huamán Morote (Parte Civil) 

debidamente acreditada, también presentó su alegato. 

 

- Sentencia de primera instancia 

El 21 de mayo de 2010 se citó a audiencia de lectura de sentencia, en la cual 

condenaron Walter Quispe Vilcatoma, como autor de la comisión del delito 

Contra El Patrimonio - Apropiación lícita Común, tipificado en el artículo 190° 

del Código Penal, y solicitó se le imponga cuatro años de pena privativa de 

la libertad, así como el pago de S/. 500.00 soles por concepto de reparación 

civil. 

 

- Apelación 

Contra dicha sentencia, Félix Eduardo Huamán Morote (Parte Civil), 

debidamente representado por su Abogado, interpuso recurso de apelación, 

a fin de revocar el monto de la reparación civil. El mismo medio impugnatorio 

interpuso Walter Quispe Vilcatoma, para que el Superior jerárquico revoque 

la sentencia. Ambas apelaciones fueron concedidas. 

 

 



- Sentencia de segunda instancia 

Elevado los autos a la Sala Penal, quien lo remitió al Fiscal Superior, quien 

opinó que ambas apelaciones deberían ser declaradas infundadas. El 29 de 

octubre de 2010, el Sala Penal de Huamanga falló confirmando la sentencia 

apelada. No obstante, sobre esta sentencia de vista, Walter Quispe 

Vilcatoma interpuso Recurso de Nulidad, siendo el mismo declarado 

improcedente, mediante resolución Nº 53. 

 

- Recurso de Queja excepcional 

Contra la resolución que declaró improcedente el recurso de nulidad, Walter 

Quispe Vilcatoma interpuso recurso de queja, el mismo que elevado a la Sala 

Penal de la Corte Suprema, quien declaró fundado el recurso de queja y 

ordenó que la Sala Penal de la Corte Superior, admita a trámite el Recurso 

de Nulidad. 

 

- Recurso de nulidad 

Finalmente, el recurso de nulidad fue resuelto por la Corte Suprema, quien lo 

declaró fundado y absolvió a Walter Quispe Vilcatoma del delito Contra El 

Patrimonio - Apropiación Ilícita. 

 

  



2. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

2.1. ¿La medida coercitiva personal dictada contra Walter Quispe 

Vilcatoma fue la correcta? 

 

2.2. ¿Fue concedido de manera adecuada el Recurso de Nulidad en el 

presente caso? 

 

2.3. ¿Con cuál de las sentencias se encuentra de acuerdo en el 

presente proceso penal? 

 

3. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

 

3.1. ¿La medida coercitiva personal dictada contra Walter Quispe 

Vilcatoma fue la correcta? 

 

En el presente caso, se puede apreciar en el auto de apertura de 

instrucción que se le dictó mandato de comparecencia simple, o sin 

restricciones. 

 

Para dictar mandato de comparecencia, el artículo 143° del Código 

Procesal Penal de 1991, señalaba: 

Se dictará mandato de comparecencia cuando no corresponda 

la medida de detención. También podrá imponerse 

comparecencia con la restricción prevista en el inciso 1), 

tratándose de imputados mayores de 65 años que adolescan 

de una enfermedad grave o de incapacidad física, siempre que 

el peligro de fuga o de perturbación de la actividad probatoria 

pueda evitarse razonablemente. 

 



Sin embargo, el Nuevo Código Procesal Penal en su artículo 286° 

regula: 

1. El juez de la investigación preparatoria dictará mandato de 

comparecencia simple si el fiscal no solicita prisión preventiva 

al término del plazo previsto en el artículo 266. 

2. También lo hará cuando, de mediar requerimiento fiscal, no 

concurran los presupuestos materiales previstos en el artículo 

268. 

En los supuestos anteriores, el fiscal y el juez de la investigación 

preparatoria deben motivar los fundamentos de hecho y de 

derecho que sustenten su decisión." 

 

De lo visto se advierte que el dictado del mandato de comparecencia 

está determinado por la inexistencia de los requisitos para dictar 

prisión preventiva (mandato de detención como se llamaba). 

 

Lo primero que se debió analizar es si existen fundados y graves 

elementos que vinculen al imputado como autor o participe del mismo. 

Si se analiza el auto de apertura de instrucción, a folios 73 en el punto 

que hace referencia a las medidas de coerción, se aprecia que el 

Juzgado no entre a realizar un primer análisis de dicho presupuesto; 

lo que afecta el derecho a la motivación de las resoluciones judiciales. 

 

El segundo presupuesto es que al pen probable sea mayor a cuatro 

años. Es en este presupuesto que no cumple, ya que no sólo la pena 

por el delito de apropiación ilícita es no menor mayor a 4 años. Sino 

que no se aprecia en autos ninguna circunstancia agravante 

cualificada, que haga presumir que la pena puede ser por encima del 

tercio superior. 

 



El tercer presupuesto para dictar prisión preventiva, el relativo al 

peligro procesal: peligro de fuga y peligro de obstaculización este sí 

fue analizado por el Juez, tal como se puede advertir en punto de las 

medidas de coerción. Señalando que el procesado cuenta con 

domicilio conocido. Es decir, se inclinó por señalar la inexistencia de 

peligro de fuga. Sin embargo, igual considero que hizo una pobre 

motivación. 

 

 

 

3.2. ¿Fue concedido de manera adecuada el Recurso de Nulidad en el 

presente caso? 

El presente caso se tramitó bajo las reglas del proceso sumario, el 

cual está regulado en el Decreto Legislativo N° 124, el cual busca la 

simplificación en el trámite de los procesos. Ello conllevó que se 

cuestione su constitucionalidad, pero nunca fue declarada. 

 

En el proceso sumario el Juez Penal instructor es el que emite 

sentencia. La cual se apela a la Sala Penal, quien emite sentencia en 

segunda instancia. La apelación es el recurso más ordinario de todos, 

se trata de aquel medio impugnatorio por el cual se solicita la revisión 

de la resolución o sentencia emitida en primera instancia por un 

órgano superior por considerarse la existencia de error de hecho o de 

derecho. 

 

Al respecto, VILELA (2007) comenta: 

Objeto del recurso de apelación es la pretensión impugnativa del 

apelante, que indica el pronunciamiento o decisión impugnados y 

el sentido de la nueva resolución que se pretende. (…). De esta 

norma y de otras pueden deducirse tres modalidades de la petición 

impugnativa: 



a) Peticiones impugnativas consistentes en instarla revocación de 

la sentencia sobre el objeto del proceso y la emisión de una 

nueva sentencia favorable.  

b) Peticiones impugnativas consistentes en instar la revocación de 

resoluciones procesales no ajustadas a derecho y la emisión de 

una nueva resolución sobre la cuestión.  

c) Peticiones impugnativas consistentes en instar la nulidad o 

anulación de la resolución y, en su caso, del proceso 

antecedente, por infracción de normas y garantías procesales 

en la primera instancia. (pág. 67, 68) 

 

En el caso presente, el imputado fue condenado como autor del delito 

contra El Patrimonio en la modalidad de Apropiación Ilícita en la 

sentencia de primera instancia, es por ello que interpuso recurso de 

apelación. Sin embargo, se le declaró inadmisible el recurso por 

considerar que no había razón en cuanto al error señalado. 

 

Para poder recurrir a la Corte Suprema se tiene que emplear 

determinados recursos, los cuales paso a explicar. 

 

El Decreto Legislativo N° 124, en su artículo 9°, señala: “El Recurso 

de nulidad es improcedente en los casos sujetos al procedimiento 

sumario regulados en el presente Decreto Legislativo.” 

 

Como es improcedente el Recurso de Nulidad, el Código de 

Procedimientos Penales, en su artículo 297° te permite interponer 

recurso de queja (Ordinaria -297° primer parte- y Excepcional – 297° 

segunda parte). 

 

En el caso del proceso sumario, ante la denegatoria del Recurso de 

Nulidad, solo se pude interponer queja excepcional, el cual dice: 



 

Artículo 297.- Recurso de queja. 

(…) 

2. Excepcionalmente, tratándose de sentencias, de autos que 

extingan la acción o pongan fin al procedimiento o a la instancia, o de 

resoluciones que impongan o dispongan la continuación de medidas 

cautelares personales dictadas en primera instancia por la Sala Penal 

Superior, salvo lo dispuesto en el artículo 271, el interesado -una vez 

denegado el recurso de nulidad- podrá interponer recurso de queja 

excepcional, siempre que se acredite que la resolución impugnada o 

el procedimiento que la precedió infringió normas constitucionales o 

normas con rango de ley directamente derivadas de aquellas. 

 

3. La admisión del recurso de queja excepcional, previsto en el 

numeral anterior, está condicionada a que: 

a) se interponga en el plazo de veinticuatro horas de notificada la 

resolución que deniega el recurso de nulidad; 

b) se precisen y fundamenten puntualmente los motivos del recurso; 

c) se indique en el escrito que contiene el recurso las piezas 

pertinentes del proceso y sus folios, para la formación del cuaderno 

respectivo. 

4. La Sala Penal Superior sólo podrá declarar inadmisible el recurso 

de queja si se vulneran la formalidad y el plazo previstos en este 

Código. En ese caso, el afectado, en el plazo de veinticuatro horas, se 

dirigirá directamente a la Corte Suprema adjuntando copia del recurso 

y de la cédula de notificación que contiene el auto denegatorio. La 

Corte Suprema decidirá, sin trámite alguno, si corresponde que la Sala 

Penal Superior eleve el cuaderno de queja. 

5. La Corte Suprema, en todos los casos, resolverá el recurso de 

queja, previo dictamen fiscal. Bastan tres votos conformes para 

resolverla”. 



 

Según IBÉRICO, respecto al recurso de queja señala:  

 

Es un recurso devolutivo, porque su conocimiento es de 

competencia del órgano superior al del que emitió la resolución 

de inadmisibilidad, pero a diferencia del recurso de apelación y 

el de casación, se interpone directamente ante el órgano 

revisor, lo que implica que solo tiene un control de admisibilidad.  

 

Es un recurso que no tiene efecto suspensivo, ya que su 

interposición no suspende la tramitación del principal, ni la 

eficacia de la resolución denegatoria. (pág. 87)  

 

En este sentido, el recurso de queja dentro del proceso penal es aquel 

que se interpone contra todos los autos no apelables del Juez de la 

jurisdicción penal y contra las resoluciones en que no procede la admisión 

de un recurso de apelación. El objeto de este recurso es la sustitución o 

modificación de la resolución que se impugna, no tiene efecto suspensivo.  

 

Asimismo, en el expediente materia de estudio, el denunciado interpuso 

recurso de queja contra la resolución emitida, misma que es revisada por 

el órgano revisor. 

 

Visto en el presente tema en el presente expediente y haciendo un 

análisis de todo lo actuado, puedo concluir que sí se presentó de manera 

adecuada el recurso de queja excepcional y en el mismo sentido fue 

correctamente admitido. Por ende, se ordenó que se conceda el Recurso 

de Nulidad, el mismo que fue oportunamente merituado por la Sala Penal 

de la Corte Suprema. 

 



3.3. ¿Con cuál de las sentencias se encuentra de acuerdo en el 

presente proceso penal? 

 

a. Después de haber analizado las tres sentencias que se emitieron a lo 

largo del presente proceso: dos sentencias condenatorias, y una 

absolutoria; tengo que precisar que me encuentro de acuerdo y 

comparto la postura de la sentencia emitida por la Sala Penal de la 

Corte Suprema, en el extremo que absolvió de la acusación fiscal a 

Walter Quispe Vilcatoma. 

 

b. Por lo argumentos que paso a exponer. 

 

- En principio, esgrimir que el derecho penal ejerce un control formal y 

es de ultima ratio; es decir, solo interviene cuando las otras formas de 

control fracasaron. Ante ello se ejercer una tutela de bienes jurídicos 

objeto de tutela. Así, el control penal formal es el más grave. De ahí la 

necesidad de que se tengan en consideración una serie de criterios y 

principios delimitadores de la potestad punitiva del Estado. Entre 

algunos de los principios que limitan el ius puniendi estatal se 

encuentran el principio de intervención mínima, el principio de 

legalidad, el principio de culpabilidad, el principio de proporcionalidad, 

entre otros. 

 

- La presunción de inocencia constituye un derecho fundamental de la 

persona, este se encuentra consignado en el artículo 2 inciso 24 

apartado e de nuestra Carta Fundamental de la manera siguiente: 

“Toda persona tiene derecho a la libertad y seguridad personales. En 

consecuencia, toda persona es considerada inocente mientras no se 

haya declarado judicialmente su responsabilidad”. 

 



- El Estado social y democrático de Derecho es aquel que tiene  la 

facultad sancionadora sobre el ciudadano y consecuencia de ello, 

debe proporcionar garantías constitucionales que sirvan de 

herramienta al individuo para su defensa. La Constitución Política del 

Perú vigente consagra el derecho a la presunción de  inocencia  como 

uno  de  los  elementos fundamentales de la persona. 

 

- Al respecto de ello, MAIER (2002) comenta: 

 

(…)aquí se nota con toda su fuerza el conflicto de intereses que 

reside en la base de la función judicial del Estado en lo penal: 

por una parte,  la  necesidad  de  hacer  efectivo  el  poder  penal 

del  Estado  en  aquellos  casos  reales  que  fundan  su 

aplicación  y,  para  ello,  la  necesidad  de  averiguar  la verdad 

histórica acerca de los comportamientos de los individuos 

sospechados como delictivos, con el fin de garantizar  las  

condiciones  imprescindibles  de  la coexistencia  social  

pacífica,  y  por  otro,  el  interés individual en la propia vida, con 

el goce de todas las libertades y bienes jurídicos que el derecho 

concede, interés  que,  en  definitiva,  también  ha  sido  asumido 

como social. (Pág. 90) 

 

En suma, la presunción de inocencia es un derecho fundamental de la 

persona que garantiza su inocencia frente a la función sancionadora 

del Estado en un proceso penal solo hasta que no se demuestre su 

responsabilidad judicial.  

 

 

- En el caso en concreto, se le imputó a Walter Quispe Vilcatoma el 

delito tipificado en el artículo 190° del Código Penal – Apropiación 

Ilícita Común, el cual precisa: 



Artículo 190°.- El que, en su provecho o de un tercero, se 

apropia indebidamente de un bien mueble, una suma de dinero 

o un valor que ha recibido en depósito, comisión, administración 

u otro título semejante que produzca obligación de entregar, 

devolver, o hacer un uso determinado, será reprimido con pena 

privativa de libertad no menor de dos ni mayor de cuatro años. 

 

- En ese sentido, Gálvez y Delgado (2011) opinan que: 

 

El delito consiste en la apropiación del bien, es decir la 

disposición que realiza el agente sobre el bien, comportándose 

de hecho como si le perteneciera, esto es asumiendo facultades 

del propietario que no está autorizado por el título en virtud del 

cual recibió el bien y que le permitió estar en posesión del 

mismo; así, el agente incorpora el bien a su patrimonio o 

dispone del mismo sin estar facultado para ello, por ejemplo al 

consumirlo, venderlo, destruirlo, etc. (Págs. 868-869) 

 

- Respecto al bien jurídico tutelado se ha generado posturas, las cuales 

son expuestas por  MOREYRA, (2015) quien comenta: 

Asimismo, hace una mención sobre los criterios doctrinarios respecto 

a la configuración del delito de apropiación ilícita desde la perspectiva 

del bien jurídico propiedad y patrimonio; pues consideran que hay una 

problemática en cuanto a su distinción. 

 

En cuanto a la primera postura menciona que el bien jurídico lesionado 

es el de la propiedad, por cuanto hay un apoderamiento de un bien de 

manera ilegal el cual no le permite al propietario el uso, disfrute y 

disposición de este; la segunda postura, lo que se lesiona es el bien 

jurídico patrimonio, indicando como afectación no solamente a la 



propiedad sino también al del este, por cuanto como ficción jurídica, 

no es pasible de uso en presente y futuro. 

 

Siendo que la posición dominante es la de la protección del patrimonio. 

 

- El derecho al debido proceso es un derecho fundamental de la 

persona, el cual prevé las garantías constitucionales sujetas al 

desarrollo del proceso penal, entre una de las garantías 

constitucionales que encierra se encuentra el derecho de defensa.  

- LANDA ARROYO, C. (2002). El derecho fundamental al debido 

proceso y a la tutela jurisdiccional. Recuperado de 

http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/pensamientoconstitucional/articl

e/view/3287 

 

Para el profesor LANDA (2002) señala que:  

Es el derecho a defenderse de la demanda de un tercero o 

acusación policial, fiscal o judicial, mediante la asistencia de un 

abogado. Este derecho a su vez se descompone en el derecho 

a ser oído, derecho a elegir a su defensor, obligatoriedad del 

defensor y si es el caso de contar con un defensor de oficio y 

con una defensa eficaz, facultades comprendidas en el inciso 

14 del artículo 139 de la Constitución. (Pág. 450) 

 

Por lo tanto, el derecho de defensa es un derecho constitucional que 

garantiza el derecho de una persona a defenderse de un tercero o de 

alguna acusación por la cual este se pueda sentir ofendido o 

simplemente no se apegue a la verdad, como en el expediente 

expuesto, en el cual una persona interpuso una denuncia contra el 

imputado por considerarlo autor del delito de apropiación ilícita, y en 

razón de su derecho de defensa este señor demostró no haber sido 

inocente de tal acusación.  

http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/pensamientoconstitucional/article/view/3287
http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/pensamientoconstitucional/article/view/3287


 

 

 

- Del análisis de los elementos del tipo penal, se pueden extraer ciertos 

elementos, que necesitan ser satisfechos para adecuar la conducta 

del imputado al tipo penal indicado. En caso no se cumplan los 

elementos del tipo penal, conforme al principio de legalidad y al de 

presunción de inocencia, lo que correspondería es absolver. 

 

- Para la configuración del delito de apropiación ilícita, se desprende 

que los elementos del tipo objetivo son: 

1) la apropiación indebida de un bien inmueble; 

2) que dicha apropiación  genere un provecho para el apropiador; 

3) legalidad en la entrega del bien por parte del sujeto pasivo al sujeto 

activo; y 

4) el deber jurídico de restituir el bien por parte del sujeto activo. 

 

- En cuanto al aspecto subjetivo, este tiene que ser necesariamente 

dolo, en razón que debe existir conocimiento y voluntad de querer 

apropiarse ilícitamente de algún bien ajeno. 

 

- Para determinar si se han cumplido todos los elementos del tipo, y, 

por ende, acreditar la tipicidad de la conducta del imputado, es 

necesario que se ofrezcan medios probatorios que permitan al 

juzgador corroborar la hipótesis incriminadora. De esa forma, la carga 

de la prueba la tiene el Ministerio Público.  

 

- Si los medios probatorios no acreditan la imputación, el juzgador no 

podrá emitir una sentencia condenatoria. Los medios probatorios que 

se ofrezcan deben estar dirigidos a acreditar los hechos, con lo cual 



cabe la posibilidad que se derrumbe la presunción de inocencia y, por 

tanto, se acredite la comisión del ilícito penal. 

 

- En el caso en concreto, se ofrecieron una serie de medios probatorios 

para acreditar la supuesta comisión del delito. El agraviado como el 

imputado señalaron que hubo dos préstamos de dinero (S/. 1 800.00 

y S/. 300.00 respectivamente), de los cuales se dejaron ciertos 

artefactos tecnológicos como garantía mobiliaria de pago. No obstante 

ello, para efectos de la restitución de los bienes dispuestos como 

garantía, y para que se satisfaga uno de los elementos objetivos del 

tipo, es debe cumplir con pagar el crédito. De ahí la necesidad de 

acreditar, con medios de pruebas idóneos, que el préstamo fue 

cancelado en su totalidad. 

 

- Sin perjuicio de lo anterior, de los S/. 2 100.00 soles que el imputado 

prestó al agraviado, este último no acreditó el pago pleno del monto 

adeudado. De modo que no existe, hasta que se pruebe el pago, la 

obligación de restituir los bienes dejados en garantía. Así pues, al no 

existir la obligación de restituir no se cumple uno de los elementos del 

tipo objetivo y, por ende, no se ha cometido el delito de apropiación 

ilícita. 

 

- De conformidad con lo anterior, la Sala Penal de la Corte Suprema 

hizo bien en absolver al imputado, pues el derecho penal moderno es 

garantista, y se privilegia la libertad, si es que no se logra demostrar 

en juicio, con suficientes medios pruebatorios -la comisión de un ilícito 

penal- no es posible enervar la presunción de inocencia si es que no 

se ha acreditado la comisión del delito ni mucho menos que la 

conducta sea adecúa a los elementos del tipo penal. 

 

  



4. CONCLUSIONES 

a. El proceso sumario, tiene una estructura inquisitiva, la cual afecta uno 

de los principales principios, contradicción y oralidad, que hubieran 

resultado en el presente caso, tal vez un mejor razonamiento y 

motivación de la sentencia de primera y segunda instancai. Ya que al 

no tener una etapa de juzgamiento genera la falta de materialización 

de dichos principios. 

 

 

b. El Juez al momento de dictar la medida coercitiva personal de 

mandato de comparecencia, no hizo una adecuada motivación de la 

medida. 

 

 

c. El proceso sumario, regulado en el Decreto Legislativo N° 124, no 

permitía la posibilidad de interponer Recurso de Nulidad; pero ante 

dicha denegatoria, se podía interponer recurso de queja excepcional, 

previsto en el artículo 297° inciso 2 del Código de Procedimientos 

Penales. 

 

d. Tanto el Juzgado y la Sala Penal de la Corte Superior, no hicieron un 

adecuado análisis del delito de apropiación ilícita, previsto en el 

artículo 190° del Código Penal. 

 

e. La Sala Penal de la Corte Suprema, hizo un mejor análisis de la 

acreditación del delito y la responsabilidad penal del imputado. Por ello 

emitió una sentencia absolutoria con la cual me encuentro de acuerdo. 
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